
INFORME DE LA INTERVENCIÓN GENERAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID DE 29 DE ENERO DE 2007. ASPECTOS PRINCIPALES DE LA LEY 4/2006, DE 22 DE DICIEMBRE, DE MEDIDAS FISCALES Y ADMINISTRATIVAS

Modalidad de informe: Informe general.
Área temática: Función interventora.
Informe vigente.
El día 29 de diciembre de 2006 fue publicada en el Boletín Oficial de la Comunidad de Madrid, núm. 309, la Ley 4/2006 de 22 de diciembre, de Medidas Fiscales y Administrativas, que contiene un conjunto de medidas normativas ligadas a los objetivos fijados en la Ley de Presupuestos Generales de la Comunidad de Madrid para 2007.

Dichas medidas normativas afectan a diversas materias, principalmente de naturaleza tributaria, aunque también se incorporan otras de carácter administrativo que afectan fundamentalmente al régimen de subvenciones, patrimonio, gestión de recursos humanos y organización administrativa.

A fin de facilitar el conocimiento de su contenido, se exponen de forma abreviada las modificaciones de mayor interés para el ejercicio de la función interventora.

I.‑ SUBVENCIONES DE LA COMUNIDAD DE MADRID
El Capítulo II introduce varias modificaciones en la Ley 2/1995, de 8 de marzo, de Subvenciones de la Comunidad de Madrid.

a) El apartado 2 del artículo 4 queda redactado en los siguientes términos:

"2. No será necesaria publicidad cuando las subvenciones tengan asignación nominativa en los Presupuestos Generales de la Comunidad, o cuando su otorgamiento o cuantía vengan impuestos por normas de rango legal.
Asimismo no será necesaria publicidad cuando los beneficiarios sean universidades públicas, corporaciones y entidades locales y el objeto de la subvención se halle incluido en planes o programas previamente establecidos y aprobados.
Tampoco será necesario el requisito de publicidad y concurrencia cuando, con carácter excepcional, se acrediten razones de interés público, social, económico o humanitario, u otras debidamente justificadas que dificulten su convocatoria pública, y se formalicen convenios o acuerdos de colaboración sin contraprestación con los beneficiarios de las subvenciones. La celebración de estos convenios deberá ser autorizada por el Gobierno de la Comunidad de Madrid, a propuesta del órgano competente para conceder la subvención, previo informe de la Consejería de Hacienda cuando se refiera a créditos de los presupuestos de la Administración de la Comunidad de Madrid, sus organismos autónomos y entes públicos cuya normativa específica confiera carácter limitativo a los créditos de su presupuesto de gastos. En las subvenciones concedidas con cargo a las dotaciones de los presupuestos de las empresas públicas y demás entes públicos el informe corresponderá al titular de la consejería de la que dependan o a la que estén adscritos. De las actuaciones realizadas al amparo de este párrafo se dará cuenta trimestralmente a la Comisión de Presupuestos y Hacienda de la Asamblea. "
Dos. El apartado 1 del artículo 6 queda redactado en los siguientes términos:
"1. Previamente a la concesión de subvenciones se establecerán las oportunas bases reguladoras, salvo que ya existieran estas. En los supuestos recogidos en el artículo 4 de esta Ley, la documentación especificada en cada uno de los casos tendrá carácter de base reguladora".
Así, en primer lugar se modifica el apartado 2 del artículo 4, en el sentido de ampliar los supuestos de concesión de subvenciones por razones de interés público, social, económico u otras debidamente justificadas, eliminando, en aquellos supuestos en que las circunstancias de interés público sean evidentes, la limitación en función de los sujetos beneficiarios, cuando estos no puedan calificarse de entidades sin ánimo de lucro. 
En consonancia con lo anterior, se modifica el apartado 1 del artículo 6 de conformidad con dispuesto en el artículo 9 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, de carácter básico, que determina que las bases reguladoras han de existir en todos los supuestos, incluso en aquellos en los que no existe concurrencia, pudiendo tener tal carácter de bases las Órdenes o Resoluciones de concesión y los convenios.
b) La letra f) del artículo 8 queda redactada de la siguiente forma:

“f) Acreditar, en su caso, con carácter previo al cobro de la subvención, haber realizado el plan de prevención de riesgos laborales a que se refiere el artículo 16 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales. Reglamentariamente se establecerá el procedimiento para efectuar la citada acreditación.”
Esta reforma viene a recoger textualmente el artículo 16 de la Ley 31/1995, modificado por la Ley 54/2003, de 12 de diciembre, de reforma del marco normativo de la prevención de riesgos laborales, fijando uno de los requisitos que en materia de prevención ha de cumplimentarse antes de procederse al pago de la subvención como es la realización del plan de prevención de riesgos laborales.
c) El último párrafo del apartado 3 del artículo 12 queda redactado de la siguiente forma:

“3. Son aplicables a las subvenciones reguladas por esta Ley, los artículos 85, 86, 87 y 88 de la Ley 9/1990, de 8 de noviembre, Reguladora de la Hacienda de la Comunidad de Madrid, y sus normas de desarrollo. 
 La competencia que los artículos 86, 87 y 88 atribuyen al Gobierno, en el ámbito de las Empresas y Entes públicos, corresponde a los Consejeros respectivos". 
Con la reforma efectuada se incluye una referencia explícita al artículo 85 de la Ley 9/1990, de 8 de noviembre, Reguladora de la Hacienda de la Comunidad de Madrid, que contiene la posibilidad de que el Gobierno acuerde la implantación de la fiscalización limitada previa, previo Informe de la Intervención General de la Comunidad en relación con aquellas ayudas y subvenciones públicas que están dentro del ámbito de aplicación de la Ley 2/1995.
II. PATRIMONIO

Se modifican los siguientes artículos de la Ley 3/2001, de 21 de junio, de Patrimonio de la Comunidad de Madrid con el siguiente contenido:

a) El artículo 24 queda redactado con el siguiente tenor:
"Artículo 24. Adscripción y transferencia de titularidad: 
1.  Corresponde al titular de la Consejería de Hacienda disponer la adscripción de los bienes inmuebles y derechos sobre los mismos, que llevará implícita, en su caso, la afectación al dominio público.

Las consejerías, organismos autónomos, entidades de derecho público y demás entes públicos podrán solicitar de la Consejería de Hacienda la adscripción de bienes inmuebles y derechos sobre los mismos, para el cumplimiento de sus fines y la gestión de los servicios de su competencia.

2. En las adquisiciones de bienes inmuebles y derechos sobre los mismos, la adscripción se entenderá implícita cuando se haga constar la consejería, organismo autónomo, entidad de derecho público o ente público al que se destine el bien o derecho adquirido.

3. Los bienes muebles se entienden adscritos implícitamente a la consejería, organismos autónomos, entidades de derecho público y demás entes públicos que los hubieran adquirido.

El cambio de adscripción de los bienes muebles se realizará por las propias consejerías, organismos autónomos, entidades de derecho público y demás entes públicos interesados en el mismo.

Para ello se formalizará por las partes las correspondientes actas de entrega y recepción, que perfeccionarán el cambio de destino de los bienes de que se trate, y constituirán título suficiente para las respectivas altas y bajas en los inventarios de bienes muebles.

4. La adscripción transfiere las facultades de uso, administración, conservación y defensa no reservados por la presente Ley a otros órganos, pero nunca su titularidad.

5. El Gobierno, a propuesta del titular de la Consejería de Hacienda, podrá transferir la titularidad de los bienes y derechos reales de dominio público, de la Administración de la Comunidad de Madrid a sus organismos autónomos, entidades de derecho público y demás entes públicos, cuando resulte necesario para el cumplimiento de sus objetivos. En estos casos, cuando los bienes dejen de ser necesarios para los fines de esas entidades, revertirá a la Administración de la Comunidad de Madrid la titularidad de los mismos.

6. Cuando resulte necesario para el cumplimiento de sus fines, las administraciones territoriales de la Comunidad de Madrid podrán afectar bienes y derechos demaniales a un uso o servicio público competencia de dicha administración autonómica y transferirle la titularidad. Si el bien o derecho no fuera destinado al uso o servicio público o dejara de destinarse posteriormente, revertirá a la Administración transmitente, integrándose en su patrimonio con todas sus pertenencias y accesiones.

La Comunidad de Madrid podrá afectar bienes y derechos demaniales de su titularidad a otras administraciones para su dedicación a un uso o servicio público de su competencia, sin transferencia de la titularidad.

La competencia para aceptar y conceder mutaciones demaniales corresponderá al titular de la Consejería de Hacienda. "
Las modificaciones implantadas en el apartado 1 tienen por objeto mejorar su redacción, sin perjuicio de que se especifique que tipo de bienes serán objeto de adscripción.
La reforma del apartado 3 de este artículo pretende regular de forma expresa el procedimiento para el cambio de adscripción de los bienes muebles, atribuyendo tal competencia a los órganos correspondientes de las Consejerías, Organismos y entes Públicos en consonancia con la atribución competencial genérica que tiene estos órganos sobre los bienes muebles en la Ley 3/2001, de 21 de junio, de Patrimonio de la Comunidad.

Este procedimiento se ha regulado en términos similares a como se recoge en la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, de Patrimonio de las Administraciones Públicas. 
b) El artículo 33.1 queda redactado de la siguiente forma

“La utilización y aprovechamiento de los bienes de dominio público prevista en el artículo anterior que requiera la realización de obras de carácter permanente o instalaciones fijas será otorgada por el titular de la Consejería a la que estén adscritos mediante concesión administrativa y por un tiempo limitado que no podrá exceder, incluidas las prórrogas, de setenta y cinco años, salvo que la legislación especial señale un plazo distinto.

Si hubiese varios solicitantes de la concesión, se observarán las reglas de publicidad y concurrencia, resolviéndose previa licitación.”

En consonancia con lo dispuesto con la legislación estatal básica, se eleva de cincuenta a setenta y cinco años, incluidas las prórrogas, el plazo máximo para las concesiones administrativas de utilización y aprovechamiento de los bienes de dominio público con instalaciones u obras de carácter permanente, unificando el plazo máximo de duración de todas las concesiones demaniales.
c) El artículo 49 queda redactado en los siguientes términos:
“1. Los bienes y derechos que constituyen el dominio privado de la Comunidad de Madrid, cuando no sean necesarios para el ejercicio de sus funciones, podrán ser enajenados.

2. La enajenación de esos bienes y derechos se efectuará mediante subasta o concurso, salvo que en la presente Ley se establezca otra cosa.
La subasta versará sobre un tipo expresado en dinero con adjudicación al licitador que oferte el precio más alto.

3. Podrán enajenarse bienes litigiosos del Patrimonio de la Comunidad de Madrid siempre que en la venta se observen las siguientes condiciones:
a) En el caso de venta por concurso o por subasta, en el pliego de bases se hará mención expresa y detallada del objeto, partes y referencia del litigio concreto que afecta al bien y deberá preverse la plena asunción, por quien resulta adjudicatario, de los riesgos y consecuencias que se deriven del litigio.
b) En los supuestos legalmente previstos de venta directa deberá constar en el expediente documentación acreditativa de que el adquiriente conoce el objeto y el alcance del litigio y que conoce y asume las consecuencias y riesgos derivados de tal litigio. 
En ambos casos, la asunción por el adquiriente de las consecuencias y riesgos derivados del litigio figurará necesariamente en la escritura pública en que se formalice la enajenación.

 4. Si el litigio se plantease una vez iniciado el procedimiento de enajenación y este se encontrase en una fase en la que no fuera posible el cumplimiento de lo establecido en el apartado anterior, se retrotraerán las actuaciones hasta la fase que permita el cumplimiento de lo indicado en los citados números.

5. El bien se considerará litigioso desde que el órgano competente para la enajenación tenga constancia formal del ejercicio, ante la jurisdicción que proceda, de la acción correspondiente y de su contenido”.
Al igual que la anterior modificación,  se viene a reproducir de forma casi literal el artículo 140 de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las Administraciones Públicas, señalando en que supuestos y con que requisitos se permite la enajenación de bienes litigiosos, y lo más importante, se concreta cuando éstos bienes tienen tal carácter, lo cual opera desde que el órgano competente para la enajenación tenga constancia formal de ejercicio ante la jurisdicción que proceda, de la acción correspondiente y su contenido.

d) El apartado 4 del artículo 50 queda redactado en los siguientes términos:
“4. La enajenación de los bienes inmuebles y derechos inmobiliarios se realizará, previa tasación pericial, mediante concurso o subasta pública. No obstante, el órgano competente podrá acordar la enajenación directa, cuando el valor del bien o derecho fuera inferior a 300.000 euros, el concurso o la subasta quedaren desiertos, existieran derechos de adquisición preferente a favor de terceros o, por razones excepcionales debidamente justificadas en el expediente, resultara más aconsejable para los intereses patrimoniales de la Comunidad de Madrid.”
e) El apartado 1 del artículo 51 queda redactado de la siguiente forma:

"1. La enajenación de los bienes muebles, cuando no sean necesarios para el ejercicio de las funciones públicas, se acordará por el titular de la Consejería a la que estén adscritos, previa tasación pericial, mediante concurso o subasta pública. Si el importe de la tasación superara la cifra de 1.000.000 de euros la competencia para acordar la enajenación será del Gobierno, previo informe de la Consejería de Hacienda.

Si se tratara de bienes muebles incluidos en el Inventario General de Bienes y Derechos, deberán darse de baja en el mismo. "
f) El apartado 4 del artículo 52 queda redactado en los siguientes términos:

"4. La enajenación de acciones, participaciones y valores se realizará en bolsa, si se cotizan en la misma. En otro caso, y previa tasación pericial, se realizará por concurso o pública subasta, salvo que el Gobierno, a propuesta del titular de la Consejería de Hacienda, acuerde su enajenación directa. "
Respecto a la enajenación de bienes inmuebles y muebles, se amplían sus formas de adjudicación incluyendo junto a la subasta pública, el concurso, permitiendo de esta manera introducir otros criterios que se estiman procedentes distintos del económico.
En este mismo sentido, se amplían las formas de adjudicación de acciones, participaciones y valores, incluyendo junto a la subasta el concurso, lo que permite introducir otros criterios que se estimen procedentes distintos del económico.
III. RECURSOS HUMANOS

El capitulo IV comprende dos artículos referidos al personal que presta sus servicios en Instituciones Sanitarias: el artículo 10 dedicado a los procesos selectivos de este personal y el artículo 11 que regula aspectos de las retribuciones del personal estatutario.

Artículo 10. Del personal de las Instituciones Sanitarias
 1. Reordenación del personal estatutario fijo e integración del personal laboral fijo y funcionario de carrera que preste servicios en Instituciones Sanitarias del Servicio Madrileño de Salud de la Consejería de Sanidad y Consumo de la Comunidad de Madrid.
a) Como consecuencia de la apertura de nuevos hospitales en la Comunidad de Madrid, la Consejería de Sanidad y Consumo podrá convocar procesos de reordenación de efectivos de carácter voluntario dirigido al personal estatutario fijo dependiente del Servicio Madrileño de Salud. El personal que por este procedimiento obtenga destino en los hospitales de nueva creación, quedará adscrito a dichos centros.
b) El personal laboral fijo y funcionario de carrera que preste servicios en Instituciones Sanitarias del Servicio Madrileño de Salud de la Consejería de Sanidad y Consumo de la Comunidad de Madrid podrá participar en los procesos de reordenación que se convoquen con objeto de dotar de personal los nuevos hospitales. El personal laboral fijo y funcionario de carrera que habiendo participado en estos procesos, obtenga destino, quedará automáticamente integrado como personal estatutario fijo, si así lo solicitan, quedando en su categoría o cuerpo de origen en la situación de excedencia que conforme a la normativa de aplicación le corresponda.
La integración se efectuará en la categoría y especialidad equivalente del régimen estatutario que en cada caso corresponda, según cuerpo, escala o categoría profesional de origen, siempre que se reúna el requisito de titulación exigido por la legislación aplicable en cada caso y por la específica que regule el ejercicio profesional de que se trate. A estos efectos la convocatoria contendrá las tablas de homologación con el régimen estatutario y los efectos jurídicos y económicos que se deriven de dicha integración. 
c) Tendrán acceso a este procedimiento el personal estatutario, laboral o funcionario que se encuentre en cualquier situación con reserva del puesto de trabajo, por alguna de las causas previstas en la legislación vigente. Igualmente podrán participar quienes se encuentren en situación de servicios especiales, excedencia voluntaria, excedencia para cuidado de hijos o excedencia por razón de violencia sobre la mujer.
2. Provisión de plazas y baremos de méritos de los procesos selectivos.
 La provisión de plazas de personal estatutario en el ámbito de la Comunidad de Madrid se realizará por los sistemas de selección de personal, de promoción interna y de movilidad, pudiéndose convocar dichos sistemas de forma independiente cuando las necesidades organizativas así lo demanden.
Los baremos aplicables en las fases de concurso de los procesos selectivos del personal estatutario consistirán en la valoración de determinadas condiciones de formación, experiencia o méritos en la forma que se establezca en cada convocatoria.
El artículo 10 recoge dos apartados: el primero alude a la forma en que se va dotar de personal los nuevos hospitales que se crean mediante el artículo 12 de esta Ley y el segundo indica la forma de provisión de las plazas y los criterios de baremación que han de tenerse en cuenta en los concursos.
Por lo que respecta al primer apartado, se determina que la provisión de personal de los nuevos hospitales se va a realizar con efectivos de personal ya existentes, por lo que se efectuará una reordenación del personal que preste sus servicios en las Instituciones Sanitarias del Servicio Madrileño de Salud adscrito a la Consejería de Sanidad y Consumo. En este contexto, en las convocatorias que se celebren para cubrir las plazas podrán participar, con carácter voluntario, el personal estatutario, que quedará definitivamente adscrito a dichos centros y también el personal laboral fijo o funcionario de carrera que si obtienen el destino en los mismos pueden adquirir la condición de personal estatutario fijo quedando en situación de excedencia por incompatibilidad, en este último supuesto serán las bases de la convocatoria las que determinen las condiciones económicas y jurídicas de la integración.

El párrafo c) del apartado 1 del artículo 10 específica desde que situación administrativa puede participar este personal en las convocatorias que se publiquen.

El segundo apartado de este artículo se dicta de conformidad con el artículo 3 de la Ley 55/2003, que autoriza a las Comunidades Autónomas, en el ámbito de sus respectivas competencias, a aprobar los estatutos y las demás normas aplicables al personal estatutario de cada servicio de salud, siempre dentro del respeto a la normativa básica. Por ello se delimita cuales van a ser las modalidades de provisión de las plazas del personal estatutario de acuerdo con los criterios fijados en el artículo 29 y 30 de la Ley 55/2003 y que serán los sistemas de selección de personal, de promoción interna y de movilidad. Asimismo, de acuerdo con el artículo 31 de la norma estatal, la selección del personal estatutario fijo se efectuará con carácter general a través del sistema de concurso-oposición y es la normativa autonómica la que fija, dentro de los baremos contenidos en la ley estatal de carácter básico, cuáles son los criterios a valorar en la fase de concurso, como son la experiencia, la formación y los méritos de la forma que se establezca en cada convocatoria.
Artículo 11. Complemento de antigüedad del personal estatutario
“El personal fijo  que, conforme, a lo dispuesto en la Disposición Transitoria Segunda, apartado 2 del Real Decreto Ley 3/1987, de 11 de septiembre, sobre Retribuciones del Personal Estatutario del Instituto Nacional de la Salud, perciba una antigüedad cuya cuantía sea inferior a la que anualmente la Ley de Presupuestos Generales de la Comunidad de Madrid contempla en concepto de trienios para cada grupo de clasificación por cada tres años de prestación de servicios, tendrá derecho, previa petición y con efectos de la misma, a que se complemente el importe de la antigüedad que tuviera reconocida al valor del trienio que corresponda, conforme al grupo de clasificación en el que se vencieron, incorporándose en nómina en concepto de complemento de antigüedad”.
Se introduce la posibilidad de equiparar el valor de los premios de antigüedad al de los trienios que corresponda, conforme al grupo de clasificación en el que se vencieron, si así lo pide el personal afectado, incluyéndose esta mejora en la nómina de la fecha en que se solicitó y en concepto de complemento de antigüedad.

Se adiciona la Disposición Adicional Segunda. Juntas de Personal
“Previa negociación y acuerdo con las Organizaciones Sindicales legitimadas según lo dispuesto en los artículos 6 y 7 de la Ley Orgánica 11/1985, de 2 de agosto, de Libertad Sindical, los órganos de gobierno de las Administraciones Públicas podrán modificar o establecer Juntas de Personal en razón al número o peculiaridades de sus colectivos, adecuando las mismas a las estructuras administrativas y/o a los ámbitos de negociación constituidos o que se constituyan”
Por último, es conveniente destacar en materia de negociación colectiva de los funcionarios la previsión de modificar sus órganos de representación de acuerdo con lo previsto en el apartado 5 del artículo 7 de la Ley 9/1987, de 12 de junio, de órganos de representación, determinación de las condiciones de trabajo y participación del personal al servicio de las Administraciones Públicas, recientemente modificado por la Ley 21/2006, de 20 de junio por la que se modifica la Ley 9/1987, de 12 de junio, de órganos de representación, determinación de las condiciones de trabajo y participación del personal al servicio de las Administraciones Públicas.
IV. ORGANISMOS PÚBLICOS

La Ley 15/1997, de 25 de abril, de Asistencia Sanitaria de la Seguridad Social permite organizar la gestión de los centros sanitarios a través de cualquier ente admitido en derecho y de conformidad con ello la Comunidad de Madrid crea, mediante el artículo 12 de esta Ley, seis hospitales públicos que se gestionarán bajo la forma de Empresa Pública, en su modalidad de Entidad de Derecho Público con personalidad jurídica propia.
Artículo 12. Hospitales con forma de Entidad de Derecho público
 Uno.-Creación de Empresas públicas con forma de Entidad de Derecho público adscritas a la Consejería de Sanidad y Consumo de la Comunidad de Madrid.
Se crean, dependientes de la Consejería de Sanidad y Consumo, las siguientes Empresas Públicas de la Comunidad de Madrid de las previstas en el artículo 2.2.c) 2 de la Ley 1/1984, de 19 de enero, Reguladora de la Administración Institucional de la Comunidad de Madrid, bajo la denominación de:
- Empresa Pública Hospital del Sur.
- Empresa Pública Hospital del Norte.
- Empresa Pública Hospital del Sureste.
- Empresa Pública Hospital del Henares.
- Empresa Pública Hospital del Tajo.
- Empresa Pública Hospital del Vallecas.
 Dichas Entidades de Derecho Público gozarán de personalidad jurídica propia, de plena capacidad jurídica y de obrar para el cumplimiento de sus fines y de patrimonio propio, rigiéndose por sus normas especiales y por la legislación que les sea aplicable.
Dos.- Fines
Las citadas Entidades de Derecho Público tendrán como objeto la gestión y administración de los respectivos hospitales y prestar asistencia sanitaria especializada a las personas incluidas en el ámbito geográfico y poblacional que le sea asignado, así como aquellas otras funciones específicas que, relacionadas con su objeto, le sean encomendadas. 
Tres.-Estatutos
 Los estatutos de las citadas Entidades de Derecho Público serán aprobados por decreto del Gobierno a propuesta conjunta de las Consejerías de Sanidad y Consumo y de Hacienda.
En todo caso, la designación de los órganos directivos corresponderá al Consejo de Administración del Servicio Madrileño de Salud, a propuesta de su Presidente.
La constitución efectiva de las Entidades de Derecho público tendrá lugar en el momento de la entrada en vigor de sus respectivos estatutos.
Cuatro.-Régimen jurídico
 Las Entidades de Derecho Público se regirán por la presente Ley, por sus estatutos y por las restantes normas que les sean de aplicación. El régimen presupuestario, económico financiero, de contabilidad, intervención y de control financiero de las Entidades de Derecho Público será el establecido en la Ley 9/1990, de 8 de noviembre, Reguladora de la Hacienda de la Comunidad de Madrid y en las demás disposiciones que le sean de aplicación, las relaciones patrimoniales se regirán por la legislación vigente en materia de patrimonio y el régimen de contratación en lo que resulte aplicable por la legislación de contratos de las Administraciones públicas.
Cinco.-Personal
 1.-El personal estatutario que desempeñe sus funciones en las Entidades de Derecho Público sanitarias creadas en virtud de la presente Ley tendrá la condición de personal estatutario en servicio activo, de conformidad con lo previsto en el artículo 63 de la Ley 55/2003, de 17 de diciembre, del Estatuto Marco del Personal Sanitario de los Servicios de Salud, gozando de los mismos derechos y obligaciones que el resto del personal estatutario de la Red Pública Asistencial.
2.- Sin perjuicio de lo señalado en el apartado anterior, las Entidades de Derecho Público creadas en virtud de la presente Ley, de acuerdo con sus necesidades y objetivos, podrán asimismo contar con otros empleados públicos contratados en régimen laboral, en la forma y con las condiciones que se determinen en sus estatutos y en la normativa de desarrollo de esta Ley.
Seis.-Objetivos anuales
 La Consejería de Sanidad y Consumo definirá y supervisará el cumplimiento de los objetivos anuales que habrán de desarrollar las Entidades de Derecho Público, tanto en aspectos asistenciales, como de organización y gestión de recursos, y ejercerá cuantas acciones considere convenientes para comprobar el grado de cumplimiento de los mencionados objetivos y la correcta utilización de los recursos que se les haya asignado.
Siete.-Control de eficacia
 Las Entidades de Derecho Público creadas en esta Ley estarán sometidas a un control de eficacia que será ejercido por la Consejería de Sanidad y Consumo, sin perjuicio del control establecido al respecto en la Ley 1/1984, de 19 de enero, Reguladora de la Administración Institucional de la Comunidad de Madrid, la Ley 9/1990, de 8 de noviembre, Reguladora de la Hacienda de la Comunidad de Madrid y demás disposiciones vigentes que resulten de aplicación. 
Ocho.-Adscripción de bienes y derechos
 Por la Consejería de Hacienda se adscribirán a las Entidades de Derecho Público los bienes y derechos que se destinen al cumplimiento de sus fines. 
Nueve.-Extinción y disolución
 La extinción y disolución de las Entidades de Derecho Público creadas en esta Ley deberá ser aprobada por Ley de la Asamblea de Madrid, de acuerdo con lo establecido en el artículo 69 de la Ley 1/1984, de 19 de enero, Reguladora de la Administración Institucional de la Comunidad de Madrid y con sujeción a las condiciones que reglamentariamente se determinen.
El artículo 13 de la Ley crea el Instituto de Nutrición y Trastornos Alimentarios de la Comunidad de Madrid, que se configura como un Ente de Derecho Público, de los previstos en el artículo 6 de la Ley 9/1990, de 8 de noviembre, Reguladora de la Hacienda de la Comunidad de Madrid, que tiene encomendada la función de realizar programas de alimentación y nutrición así como llevar a cabo tareas de asesoría y coordinación con la iniciativa privada.
Su régimen jurídico se ajustará al Derecho Administrativo cuando ejerza potestades administrativas así como en lo referente a su régimen de contratación, patrimonial y económico-presupuestario.
V -  SERVICIOS JURÍDICOS
Se modifica la Ley 3/1999, de 30 de marzo, de Ordenación de los Servicios Jurídicos de la Comunidad de Madrid en los siguientes artículos:
a) Se reforma el apartado 1 del artículo 3, que queda redactado de la siguiente manera:

“1. La Dirección General de los Servicios Jurídicos de la Comunidad de Madrid es el centro superior consultivo de la Administración de la Comunidad de Madrid, de sus organismos autónomos y entidades dependientes, sin perjuicio de las competencias conferidas por la legislación vigente a otros órganos y organismos, y en particular a las Secretarías Generales Técnicas, y de las especiales funciones atribuidas al Consejo de Estado o, en su caso, al órgano consultivo equivalente que pudiera crearse en la Comunidad.
En todo caso, corresponde a la Dirección General de los Servicios Jurídicos de la Comunidad de Madrid, emitir dictamen preceptivo en los procedimientos que deriven de reclamaciones de indemnización de daños y perjuicios por responsabilidad patrimonial de la Administración autonómica, cuando la cantidad reclamada sea superior 6.000 euros y no exceda de 150.000 euros.

El dictamen, que no tendrá carácter vinculante, se emitirá en el plazo máximo de dos meses, salvo que se solicite con carácter urgente en cuyo caso se emitirá en el plazo máximo de quince días. Dicho carácter deberá motivarse por el órgano solicitante.

b)  Se modifica la letra d) del apartado 1 del artículo 4, resultando el siguiente texto:
“d) Las reclamaciones administrativas previas a la vía judicial o laboral en los términos previstos reglamentariamente para la resolución de las citadas reclamaciones. Así mismo, las reclamaciones de indemnizaciones de daños y perjuicios por responsabilidad patrimonial de la Administración, en los términos establecidos en el artículo anterior”.
Con el fin de lograr la eficacia que debe informar la actuación de las Administraciones Públicas, exige, que desde el principio de autoorganización administrativa, se adopten las medidas precisas tendentes a la agilización de los distintos procedimientos administrativos. Para conseguir este objetivo en el ámbito de los procedimientos de responsabilidad patrimonial, se modifica la Ley 3/1999, estableciendo, de acuerdo con lo establecido en la Disposición Adicional Decimoséptima, apartado segundo de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, (“La Administración consultiva podrá articularse mediante órganos específicos dotados de autonomía orgánica y  funcional con respecto a la Administración activa, o a través de los servicios jurídicos de esta última”), que el dictamen preceptivo a que se refiere el artículo 12 del Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo, por el que se regula el Procedimiento en Materia de Responsabilidad Patrimonial, sea emitido por la Dirección General de los Servicios Jurídicos, en los casos que se indican en el texto de la Ley.
En conclusión, con la modificación introducida por la Ley 4/2006 en la Ley 3/1999, de 30 de marzo, de Ordenación de los Servicios Jurídicos de la Comunidad de Madrid, la emisión de informes en los expedientes de responsabilidad patrimonial tramitados en la Administración de la Comunidad de Madrid serán emitidos por los siguientes órganos:

· Por la Dirección General de los Servicios Jurídicos cuando la cantidad que se reclama como indemnización de daños y perjuicios sea superior a 6.000 euros y no exceda de 150.000 euros.

· Por el Consejo de Estado, cuando esta cantidad sea superior a 150.000 euros.

Esta modificación ha hecho necesario reformar el artículo 4 que enumera en qué supuestos obligatoriamente han que de informar los Servicios Jurídicos de la Comunidad de Madrid. 

Por último, el apartado 2 de la Disposición Final Primera autoriza al Vicepresidente Primero y Portavoz del Gobierno a que apruebe las disposiciones necesarias para adecuar la estructura de la Dirección General de Servicios Jurídicos a las nuevas funciones consultivas encomendadas   

V -  OTRAS MODIFICACIONES

Sin entrar a analizar su contenido también se han producido modificaciones en las siguientes leyes:
· Ley 11/1986, de 16 de diciembre, Electoral de la Comunidad de Madrid. Se delimitan los procesos electorales que serán objeto de subvención.

· Ley 15/2000, de 21 de diciembre, de Creación de la Academia de Policía Local de la Comunidad de Madrid. Se amplía el número de miembros de su Consejo de Administración

· Ley 10/1999, de 16 de abril, por la que se regula la Cámara Oficial de Comercio e Industria en la Comunidad de Madrid. Se determina la afectación de la tercera parte de la exacción del recurso cameral permanente a las actividades descritas en el apartado 2 del artículo 26.

· Ley 6/2001, de 3 de julio, del Juego en la Comunidad de Madrid. Se extiende la información que proporciona el Registro de Interdicciones de Acceso al Juego a las apuestas y juegos que se desarrollen de forma telemática, a distancia o de forma interactiva y a demás establecimientos de juego cuando así lo prevean sus reglamentos técnicos.

· Ley 1/2001, de 29 de marzo, por el que se establece la duración máxima y el Régimen de Silencio Administrativo de determinados procedimientos. Se establece el plazo máximo de duración y el efecto desestimatorio de los procedimientos en materia de juegos.
· Ley 5/2002, de 27 de junio, sobre Drogodependencias y otros Trastornos Adictivos. La actualización de las sanciones se realizará mediante Decreto del Gobierno que tendrá en cuenta las variaciones del Índice de Precios al Consumo.
· Ley 16/1999, de 29 de abril, de Comercio Interior de la Comunidad de Madrid. Admite la posibilidad de que el titular de una licencia comercial caducada pueda ser rehabilitada si no se ha producido modificaciones en las circunstancias que motivaron su concesión o en la normativa aplicable, aplacándose retroactivamente este precepto a las licencias concedidas con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley 4/2006.
· Ley 9/2001, de 17 de julio, del Suelo de la Comunidad de Madrid. Determina la nulidad de los convenios urbanísticos que obliguen a hacer efectivos los deberes legales de cesión y aquellos celebrados entre personas privadas con anterioridad a la aprobación definitiva de la modificación o revisión del planeamiento en que se basó el convenio.
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